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EXP. NUM. 1625/2015-II 

 

Los Mochis, Ahome, Sinaloa. A 19 (diecinueve) de octubre de 2017 

(dos mil diecisiete). 

 

VISTO para resolver el presente juicio de nulidad número 

1625/2015-II promovido por el ciudadano *********, quien 

demandó al DIRECTOR DE INGRESOS DEL HONORABLE 

AYUNTAMIENTO DE AHOME, SINALOA, y; 

 

R E S U L T A N D O: 

 

1.- Que con fecha 25 (veinticinco) de febrero de 2015 

(dos mil quince) , compareció ante esta Sala Regional Zona Norte 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, el 

ciudadano *********, quien demandó al DIRECTOR DE 

INGRESOS DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AHOME, 

SINALOA,  por la nulidad del oficio en su modalidad de citatorio para 

determinar de común acuerdo el valor del bien inmueble embargado, 

oficio que fue expedido en fecha 30 (treinta) de abril de 2015 (dos 

mil quince), mediante  el cual le informan al actor, que se va a 

realizar el avaluó pericial del bien inmueble de su propiedad, para 

efecto de enajenar dicho bien inmueble el cual esta embargado. 

 

2.- En fecha 24 (veinticuatro) de junio de 2015 (dos mil 

quince),  se tuvo por admitida la demanda, y por ofrecidas, recibidas 

y desahogadas en razón de su propia naturaleza, las pruebas ofrecidas 

por la parte actora consistentes en la Documental Pública, 

Instrumental de Actuaciones y Presuncional Legal y Humana y 

se ordenó emplazar a la autoridad demandada. 

 

3.- En fecha 12 (doce) de agosto de 2015 (dos mil quince), 

se tuvo por contestada la demanda, y por ofrecidas, recibidas y 

desahogadas en razón de su propia naturaleza, las pruebas ofrecidas 

por la parte actora consistentes en la Documental Pública. 
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4.- Mediante Proveído dictado por esta Sala el día 09 (nueve) 

de octubre de 2015 (dos mil quince), se otorgó termino a las 

partes para que formularan los alegatos correspondientes, por lo que 

al haber transcurrido el termino otorgado sin que manifestaran al 

respeto, en fecha 09 (nueve) de noviembre de 2015 (dos mil 

quince),  se declaró cerrada la Instrucción, quedando citado el 

juicio para oír resolución, y: 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

I.- Esta Sala es competente para conocer y resolver del 

presente Juicio, de conformidad con los artículos 2, 3, 13, fracción I, 

22 y 23 fracción I,  de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa; 25, 30,   33 fracción I, 38 fracción XI,  del Reglamento 

Interior del Tribunal de  Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa.  

 

II.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte 

actora y autoridad demandada,   a título de conceptos de nulidad y 

excepciones y defensas, este Juzgador omitirá su trascripción sin que 

por ello, de ser necesario deba pronunciarse a su estudio exhaustivo, 

al considerar que dicho actuar no constituye una omisión formal en la 

estructura de la presente sentencia acorde con lo preceptuado por el 

artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, y que además, no representa fuente generadora de agravios 

a las partes del presente juicio.  

 

En su esencia, robustece lo anterior el contenido de la tesis 

jurisprudencial VI.2o. J/129, sustentada por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, abril de 1998, 

página 559, cuyo rubro y tenor literal es:   

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 

TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba 

en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, 

no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a 

la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que 

establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además 

de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, 
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dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la 

resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su 

caso, la ilegalidad de la misma.” 

 
 

III.- Señalado lo anterior, acorde con lo establecido en la 

fracción I del artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, este Resolutor procede a la fijación del acto 

impugnado el cual lo constituye la nulidad del oficio en su modalidad 

de citatorio para determinar de común acuerdo el valor del bien 

inmueble embargado, oficio que fue expedido en fecha 30 (treinta) 

de abril de 2015 (dos mil quince), mediante  el cual le informan al 

actor, que se va a realizar el avaluó pericial del bien inmueble de su 

propiedad, para efecto de enajenar dicho bien inmueble el cual esta 

embargado; siendo la pretensión procesal de la parte actora la 

nulidad del acto impugnado, por considerar que la demandada al 

emitir el oficio impugnado, viola lo establecido en el artículo 14 

constitucional, dado que no se le dio la oportunidad de defenderse en 

juicio, tampoco se le dio oportunidad de manifestar lo que al respecto 

considerara conveniente, lo cual lo deja en completo estado de 

indefensión privándolo de su derecho de audiencia. 

 

Al respecto la demandada manifestó en su escrito de 

contestación que el argumento que expone la parte actora resulta 

infundado, toda vez que al acto impugnado le precede un 

procedimiento administrativo previo seguido conforme a las 

formalidades establecidas por la Ley de Hacienda, así como un acto 

de liquidación, cuyas resoluciones fueron notificadas conforme a las 

formalidades legales de las notificaciones personales, por lo que 

jurídicamente fueron puesto en conocimiento de la actora, y no solo 

fe fue notificado al actor el crédito fiscal de mérito, sino de igual 

manera diversos actos dictados dentro del procedimiento 

administrativo de ejecución. 

 

Enseguida advertido que el estudio de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento del juicio deben ser analizadas aún 

de oficio por la Sala, según lo dispuesto por los artículos 93, y 96 

fracción II de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 
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Sinaloa, en ese tenor, este Resolutor estima posible precisar que del 

estudio efectuado a las constancias procesales que integran los 

presentes autos, no se extraen elementos objetivos que tornen 

necesario pronunciamiento respectivo con relación a la posible 

actualización de alguna de las hipótesis normativas a que aluden los 

numerales 93  y 94 de la citada Legislación; en mérito de ello, 

estimándose satisfecha la exigencia que a la Sala le imponen los 

citados ordinales 93 y 96 fracción II del enjuiciamiento de la materia; 

enseguida se pronunciará al estudio de los conceptos de nulidad 

externados por la parte actora, en observancia de lo previsto por la 

fracción III, del aludido artículo 96, del ordenamiento legal citado.   

 
 

IV.- Seguidamente, con sustento en lo establecido en el 

artículo 96 fracción III de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, este Jurisdicente se pronuncia al estudio del 

PRIMER CONCEPTO DE NULIDAD, mediante el cual sustancialmente 

manifiesta que la demandada viola lo dispuesto por el artículo 14 

constitucional, al no dársele oportunidad de defenderse en juicio, lo 

anterior en virtud de que en ningún momento se le dio a conocer las 

causas o motivos por los cuales había llegado a tal determinación,  

pues ── sigue diciendo ── lo hizo sin otorgarse la  oportunidad de 

manifestar algo al respecto o aportar alguna prueba mediante la cual 

pudiese desvirtuar los hechos imputados al actor.  

 

Al respecto la demandada manifestó en su escrito de 

contestación que el argumento que expone la parte actora resulta 

infundado, toda vez que al acto impugnado le precede un 

procedimiento administrativo previo seguido conforme a las 

formalidades establecidas por la Ley de Hacienda, así como un acto 

de liquidación, cuyas resoluciones fueron notificadas conforme a las 

formalidades legales de las notificaciones personales, por lo que 

jurídicamente fueron puesto en conocimiento de la actora, y no solo 

fe fue notificado al actor el crédito fiscal de mérito, sino de igual 

manera diversos actos dictados dentro del procedimiento 

administrativo de ejecución. 
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Esta Sala resolutora considera que son infundados los 

argumentos expuestos por el accionante, por las siguientes 

consideraciones: 

 

En principio es menester precisar que el acto impugnado en el 

presente juicio resulta ser: el oficio en su modalidad de citatorio para 

determinar de común acuerdo el valor del bien inmueble embargado, 

oficio que fue expedido en fecha 30 (treinta) de abril de 2015 (dos 

mil quince), mediante  el cual le informan al actor, que se va a 

realizar el avaluó pericial del bien inmueble de su propiedad, para 

efecto de enajenar dicho bien inmueble el cual esta embargado. 

 

Ahora bien, la parte actora aduce, violación al artículo 14 

Constitucional, al no otorgársele la oportunidad de defenderse en 

juicio, lo anterior en virtud de que en ningún momento ── dice ── se 

le dio a conocer las causas o motivos por los cuales había llegado a 

tal determinación; sin embargo la demandada al otorgar contestación 

a la misma, allegó los siguientes documentos: 

1.- DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en copia certificada 

de la resolución o determinación contenida en el oficio de folio 

*********de fecha 02 de junio de 2014; (vista a hojas 24 a 30 de la 

presente pieza de autos) 

2.- DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en copia certificada 

del citatorio y acta de notificación de fechas 3 y 4 de junio de 2014, 

mediante la cual se notifica al actor la resolución o determinación 

contenida en el oficio de folio *********; (vista a hojas 34 a 35 de la 

presente pieza de autos) 

3.- DOCUMENTAL PÚBLICA.- consistente en copia certificada 

del requerimiento de pago contenida en el oficio de folio *********; 

(vista a hojas 31 a 33 de la presente pieza de autos). 

4.- DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en copia certificada 

del citatorio y acta de notificación del requerimiento de pago de 

fechas 4 y 7 de julio ambas del 2014, mediante la cual se notifica al 

actor el requerimiento de pago contenido en el oficio *********; 

(vista a hojas 36 a 38 de la presente pieza de autos). 
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5.- DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en copia certificada 

del mandamiento de embargo contenido en el oficio bajo el folio 

*********de 18 de julio del año en curso; (vista a hojas 39 a 43 de 

la presente pieza de autos). 

6.- DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en copia certificada 

del citatorio y acta de notificación de mandamiento de embargo y 

acta de embargo de fechas 19 y 20 de agosto de 2014, mediante la 

cual se notifica al actor, el mandamiento de embargo contenida en el 

oficio *********; (vista a hojas 48 a 51 de la presente pieza de 

autos). 

 

 Documentos  a los cuales se les irroga valor probatorio pleno en 

términos de lo establecido en la fracción I del artículo 89 de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, con los cuales la 

autoridad logra acreditar que al accionante le otorgó la oportunidad 

de ser oído y vencido en término, lo anterior es así, pues de los 

mismos se desprende que notifica al accionante en fecha 04 (cuatro) 

de junio de 2014 (dos mil catorce), previo citatorio de fecha 03 (tres) 

del mismo mes y año,  la resolución o determinación contenida en el 

oficio de folio *********de fecha 02 (dos) de junio de 2014 (dos mil 

catorce),  en el punto TERCERO de los resolutivos de dicha resolución 

lo siguiente: 

 

TERCERO.- En caso de que considere que esta resolución 

afecte sus intereses podrá recurrirla dentro del término de 

treinta días a partir del día siguiente al de su notificación, a 

través de medio de defensa prevista por el Articulo 212 de 

la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Sinaloa o bien 

interponer juicio de nulidad ante el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Sinaloa, en 

términos y plazos previstos en la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa; en el entendido de 

que no recurrirla o bien haciéndolo no garantiza el interés fiscal, el 

crédito fiscal más accesorios legales que se generen hasta la fecha 

se hará exigible mediante el Procedimiento Administrativo de 

Ejecución previsto por el Capítulo VI de la Ley de Hacienda 

Municipal del Estado de Sinaloa. 

 

*lo resaltado es propio. 

 

Por lo anterior es indiscutible que se hizo del conocimiento de la 

parte actora que en caso de que considerara que la resolución o 

determinación contenida en el oficio de folio *********de fecha 02 
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(dos) de junio de 2014 (dos mil catorce),  podía recurrirla dentro del 

término de treinta días a partir del día siguiente al de su notificación, 

ahora bien, el accionante al momento de presentar la demanda que 

nos ocupa en contra del oficio mediante el cual se le invita a 

formalizar el avaluó pericial que determine el valor jurídico de 

cobranza y fiscalización, manifestó que en ningún momento se le 

dieron a conocer las causas o motivos por los cuales la demandada 

había llegado a tal determinación, sin aportar alguna prueba 

mediante la cual el demandante pudiera desvirtuar los hechos  que se 

le imputaban, por lo que al momento de otorgar la contestación y 

allegar los medios de convicción descritos anteriormente, el 

accionante se encontraba en aptitud de combatirlos en términos de la 

fracción II del artículo 57 Bis de la Ley de Justicia Administrativa, el 

cual señala lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 57 BIS. Cuando se alegue que la resolución 

administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que 

se trate de las impugnables en el juicio administrativo, se estará a las 

siguientes reglas:  

 

I.….; y,  

II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa 

que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando 

la autoridad a quien se la atribuye. En este caso, al contestar la 

demanda, la autoridad acompañará constancia de la 

resolución administrativa y de su notificación en caso de 

existir, mismas que el actor podrá combatir mediante 

ampliación de la demanda.  

El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación expresados contra 

la notificación, en forma previa al examen de los agravios formulados 

en contra de la resolución administrativa.  

Si resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal, considerará que 

el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde la fecha en 

que manifestó conocerla o en la que se le dio a conocer, según se 

trate, quedando sin efectos todo lo actuado en base a dicha 

notificación, y procederá al estudio de los conceptos de impugnación 

que se hubiesen formulado contra la resolución.  

Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y, como 

consecuencia de ello la demanda fue presentada 

extemporáneamente, sobreseerá el juicio en relación con la 

resolución administrativa combatida. 

 

 
Así las cosas, el precepto anterior establece claramente, que 

cuando el actor en el juicio administrativo alegue que la resolución 

administrativa impugnable en el juicio administrativo, no fue 

notificada o que lo fue ilegalmente, así lo debe expresar en su 

demanda, señalando la autoridad a quien atribuye el acto, su 

notificación o su ejecución, lo que genera la obligación a cargo de la 



 8 

autoridad correspondiente de exhibir al contestar la demanda, la 

constancia del acto administrativo de que se trate y de su 

notificación, para que el actor tenga oportunidad de combatirlos 

en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque al 

establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, el 

legislador previó la existencia de un derecho a favor del 

contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso 

administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, los 

principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que debe 

gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así que quede sin defensa 

ante la imposibilidad legal de combatir actos autoritarios de molestia 

de los que argumenta no tener conocimiento, máxime que el artículo 

55 fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa,  establece el plazo de 05 días para ampliarla, cuando el acto 

principal del que deriva el acto impugnado en la demanda o su 

notificación se den a conocer en la contestación,   pues de lo 

contrario se le dejaría en estado de indefensión al excluir su derecho 

a controvertir aquellas cuestiones que desconoce o que la demandada 

introduce en su contestación. 

 

 Sirva a manera de apoyo al anterior razonamiento la siguiente 

tesis de jurisprudencia: 

 

Época: Novena Época  

Registro: 170712  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XXVI, Diciembre de 2007  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: 2a. /J. 209/2007  

Página: 203  

 

JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO 

ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL 

CONTESTAR LA DEMANDA DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE 

ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN. 

 

Si bien es cierto que el artículo 68 del Código Fiscal de la Federación 

contiene el principio de presunción de legalidad de los actos y las 

resoluciones de las autoridades fiscales, también lo es que el propio 

precepto establece la excepción consistente en que la autoridad 

debe probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando 

el afectado los niegue lisa y llanamente. De ahí que el artículo 209 

bis, fracción II, del indicado Código, vigente hasta el 31 de 
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diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 

16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo) disponga que, cuando el actor en el juicio 

contencioso administrativo niegue conocer el acto administrativo 

impugnado, porque no le fue notificado o lo fue ilegalmente, así lo 

debe expresar en su demanda, señalando la autoridad a quien 

atribuye el acto, su notificación o su ejecución, lo que genera la 

obligación a cargo de la autoridad correspondiente de exhibir al 

contestar la demanda, constancia del acto administrativo de que se 

trate y de su notificación, para que el actor tenga oportunidad de 

combatirlos en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque al 

establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, el 

legislador previó la existencia de un derecho a favor del 

contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso 

administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, los 

principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que debe 

gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así que quede sin 

defensa ante la imposibilidad legal de combatir actos autoritarios de 

molestia de los que argumenta no tener conocimiento, máxime que 

según lo ha sostenido la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación al interpretar los artículos 207 y 210 del mismo 

ordenamiento fiscal, el Magistrado instructor, al acordar sobre la 

admisión del escrito por el que se contesta la demanda de nulidad, 

debe otorgar a la actora el plazo de 20 días para ampliarla, pues de 

lo contrario se le dejaría en estado de indefensión al proscribir su 

derecho a controvertir aquellas cuestiones que desconoce o que la 

demandada introduce en su contestación. 

 

Contradicción de tesis 188/2007-SS. Suscitada entre el Primero y 

Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materia Administrativa 

del Sexto Circuito. 10 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: 

Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado 

Durán. 

 

Tesis de jurisprudencia 209/2007. Aprobada por la Segunda Sala de 

este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de noviembre de dos 

mil siete. 
 

 

Por todo lo anteriormente expuesto es indudable que antes de 

la emisión del oficio en su modalidad de citatorio para determinar de 

común acuerdo el valor del bien inmueble embargado, oficio que fue 

expedido en fecha 30 (treinta) de abril de 2015 (dos mil quince), 

mediante  el cual le informan al actor, que se va a realizar el avaluó 

pericial del bien inmueble de su propiedad, para efecto de enajenar 

dicho bien inmueble el cual esta embargado, le fue otorgada la 

oportunidad de impugnar no solo la resolución o determinación del 

crédito fiscal contenida en el oficio de folio *********de fecha 02 de 

junio de 2014, resolución que le fue debidamente notificada al hoy 

actor en fecha 4  (cuatro) de junio de 2014 (dos mil catorce),  previo 

citatorio diligenciado el día 03 (tres) del mismo mes y año, por lo que 

no se le dejó en estado de indefensión al accionante y en 
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consecuencia, no se viola en  contra del actor la garantía de audiencia 

establecida en el artículo 14 constitucional.  

  

En razón de todo lo antes expuesto y fundado,  con apoyo en lo 

estatuido en la fracción I del artículo 95 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa,  se declara la VALIDEZ 

del Requerimiento de los créditos fiscales mediante el cual formula 

liquidación del adeudo fiscal por la suma total de *********, por 

concepto de impuesto predial en relación a la clave catastral 

0030000074036001, sobre una finca propiedad de mi representados, 

ubicada en Avenida Delicias “E” número 1340 del Fraccionamiento 

Las Delicias de esta ciudad, correspondiente a los periodos de las 

anualidades del 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014. 

 

            Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por la fracción VI 

el artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, se;  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- la ciudadana *********, no probó su acción, en 

consecuencia 

 

SEGUNDO.- Se confirma la validez del oficio en su 

modalidad de citatorio para determinar de común acuerdo el valor del 

bien inmueble embargado, oficio que fue expedido en fecha 30 

(treinta) de abril de 2015 (dos mil quince), mediante  el cual le 

informan al actor, que se va a realizar el avaluó pericial del bien 

inmueble de su propiedad, para efecto de enajenar dicho bien 

inmueble el cual esta embargado, de acuerdo a lo señalado en el 

considerando IV de la presente resolución 

 

TERCERO.  Se hace del conocimiento de las partes del presente 

proceso, que en contra de la presente resolución es procedente el 

recurso de revisión previsto en los artículos 112 fracción V, 113 
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fracción V, 113 Bis, 114 y 114 Bis de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa. 

 

CUARTO.- Una vez que haya causado ejecutoria la presente 

sentencia en los términos del artículo 101 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, en su oportunidad 

archívese el presente expediente como asunto total y 

definitivamente concluido.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

Así lo proveyó y firmó EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ 

CLEMENTE TORRES GERMAN, Magistrado Instructor de la Sala 

Regional Zona Norte del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Sinaloa, con residencia en esta ciudad; de conformidad con el 

Acuerdo número 04. S.O. 34/2009, dictado por la Sala Superior, en 

sesión Ordinaria número 34/2009 de fecha 16 (dieciséis) de octubre 

del  año dos mil nueve; en unión de la Licenciada Diana Cecilia 

Heredia Rodríguez, Secretario de  Acuerdos,  que actúa y da fe, con 

fundamento en los artículos 23 fracción I y 26 fracciones I y V, ambos 

de Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, así como 

los artículos  33 fracción I, 38 fracción V, XI,  del Reglamento Interior 

del Tribunal de  Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa. 

 

*ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 

Fundamento legal: Artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo Fracción I, 

Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, Quincuagésimo, tercero de los 

lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como la elaboración de versiones públicas.  

 

 


